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1.- Mis primeras palabras en este seminario se refieren a una disposición 

convencional, que es la del párrafo 2º del artículo 6 del Tratado de Lisboa de 

13 de diciembre de 2007. En ella se contempla la adhesión de la Unión, ya 

dotada de personalidad jurídica internacional, a la Convención europea de 

derechos humanos y libertades fundamentales [instrumento que, por 

comodidad de la exposición, voy a llamar desde ahora Convención de Roma]. 

Encontramos en esa disposición un mandato terminante de adhesión, que 

repite el que ya figuraba en el párrafo 1º del artículo 9º del frustrado proyecto 

de Constitución Europea de junio de 2004. 

 

Pues bien, me parece importante señalar que el día que haya tenido lugar esa 

adhesión, habrá alcanzado la Unión la ansiada meta de la absoluta seguridad 

jurídica, e incluso podríamos decir, de una seguridad jurídica reforzada, en el 

campo de la protección de los derechos fundamentales; estaremos ese día en 

la feliz culminación de un largo peregrinaje hacia la seguridad jurídica en ese 

ámbito. 

 

 

2.- Se sabe que el punto de arranque de ese peregrinaje fue la primitiva actitud 

de desinterés por el tema por parte del Tribunal de la Unión Europea [al que 

voy a llamar a lo largo de esta intervención Tribunal de Luxemburgo] hasta el 
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punto de que algunos tribunales constitucionales nacionales, como el alemán y 

el italiano, llegaron a no aceptar la primacía del Derecho comunitario cuando 

sus disposiciones entraban en conflicto con normas constitucionales relativas a 

los derechos humanos, posición que comprometía la necesaria uniformidad de 

la aplicación interna del Derecho comunitario. Se sabe también que para evitar 

ese riesgo, el Tribunal de las comunidades inicia un giro jurisprudencial en la 

sentencia de 12 de noviembre de 1969 dictada en el caso Stauder y que 

culmina en la de 14 de mayo de 1974 recaída en el caso Nold. Desde 

entonces, el parámetro normativo en materia de derechos humanos es el 

constituido por los principios generales del Derecho Comunitario, integrado por 

los principios generales de los Estados miembros y los que inspiran los 

instrumentos internacionales en que son parte esos Estados, particularmente la 

Convención europea de 1950. Este parámetro normativo recibió consagración 

convencional en los tratados de Maastricht (1992) y Ámsterdam (1997). 

 

 

3.- Es lo cierto, que la posición enseñada del Tribunal de Luxemburgo suponía 

un progreso en el campo de la justiciabilidad de los derechos fundamentales, 

aunque no un progreso suficiente, pues la nueva actitud jurisprudencial no 

dejaba de ser frágil e insatisfactoria en el campo de la seguridad jurídica, y ello 

en materia tan importante como la concerniente a la lista y definición de esos 

derechos y a la precisión concreta de su alcance. La acción que entonces se 

intentó en el seno de las Comunidades en pos de esa seguridad jurídica fue 

doble; en primer lugar la adhesión a la Convención de Roma; y en segundo 

lugar, la elaboración de un instrumento propio que enumerase y definiese con 

rigor y precisión los derechos humanos y libertades fundamentales que habían 

de ser respetados por las instituciones comunitarias y por los Estados cuando 

aplicasen Derecho comunitario. 

 

 

4.- Así, en el mes de abril de 1979 la Comisión plantea al Consejo la cuestión 

de la adhesión de las entonces Comunidades a la Convención de Roma, 

aunque solo en el mes de marzo de 1994 se solicita al Tribunal una opinión 

consultiva al respecto. La opinión se emitió el 28 de abril de 1996, y la esencia 

de la respuesta fue que la adhesión entrañaría un cambio sustancial del actual 
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régimen comunitario y que, habida cuenta de su envergadura constitucional, 

necesitaría la modificación de los tratados (el Derecho primario). Y nos 

encontramos ahora mismo —como he señalado al iniciar esta intervención— 

con un mandato terminante de adhesión de la Unión Europea, ya dotada de 

personalidad jurídica internacional, a la Convención de Roma.  

 

 

5.- Mas el significado, relevancia y alcance de esta adhesión no pueden ser 

analizados sin tomar en consideración otra disposición importante del Tratado 

de Lisboa. Es la que figura en el párrafo 1º de su artículo 6º, según el cual la 

Unión reconoce los derechos, libertades y principios de la Carta de derechos 

fundamentales proclamada en Niza en diciembre de 2000 por el Consejo, 

Comisión y Parlamento. Carta, se dice en la disposición citada del Tratado de 

Lisboa, que tendrá el mismo valor jurídico que los tratados. Estamos ante una 

técnica conocida por el Derecho de los tratados, que es la incorporación por 

referencia. Es lo cierto en todo caso que no resulta posible disociar la adhesión 

a la Convención de Roma de la atribución de valor jurídico vinculante a la Carta 

de Niza, porque el día que esa adhesión sea efectiva la Unión se va a 

encontrar con dos instrumentos en materia de derechos humanos: la Carta de 

Niza y la Convención de Roma. Y, dejando de lado los casos particulares de 

Polonia y el Reino Unido, con dos jurisdicciones para velar por el respeto de 

esos instrumentos, a saber el Tribunal de Luxemburgo y el Tribunal de 

Estrasburgo. Así las cosas, resultará del todo ineludible ensamblar la 

operatividad de esos dos instrumentos así como el funcionamiento de esas dos 

jurisdicciones. Necesidad de ensamblaje que no ha escapado a las previsiones 

del Tratado de Lisboa. 

 

 

6.- Ello es así porque sobre ese ensamblaje contiene algunas disposiciones el 

llamado Protocolo sobre el apartado 2º del artículo 6º del Tratado de la Unión 

Europea relativo a la adhesión de la Unión a la Convención Europea de 

salvaguarda de los derecho humanos y libertades fundamentales. 

Disposiciones, como vamos a comprobar, de carácter muy general. 
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Resulta por lo pronto del artículo 1º del Protocolo mencionado que la adhesión 

no va a ser pura y simple; esto es, no va a consistir en la sola manifestación del 

consentimiento de la Unión en obligarse por la Convención de Roma. Será una 

adhesión detallada que habrá de incluirse y regularse en un acuerdo. Adhesión 

que en todo caso― debe preservar las características específicas de la Unión y 

del Derecho de la Unión‖ (artículo 1º del Protocolo); y que ―garantizará que la 

adhesión no afecte a las competencias de la Unión ni a las atribuciones de sus 

instituciones‖. El acuerdo garantizará asimismo, se dice en el artículo 2º del 

Protocolo, que no quedará afectada la situación particular de los Estados 

miembros respecto de la Convención de Roma, en particular respecto de las 

siguientes materias: participación en los Protocolos adicionales; medidas de 

derogación temporal que adopten los Estados miembros con arreglo a su 

artículo 15; y las reservas formuladas de conformidad con el artículo 57. En 

otras palabras, la adhesión de la Unión deja intacta la situación de los Estados 

en cuanto a la aceptación o no de los Protocolos adicionales a la Convención; 

facultad de suspender la aplicación de la Convención en caso de guerra o de 

otro peligro público que afecte a la vida de la nación; y las reservas formuladas. 

 

En fin, está por ver si la adhesión va a plasmar un acuerdo independiente o si 

se va a traducir en un protocolo de enmienda de la Convención. 

 

 

7.- Me propongo ahora comentar con algún detenimiento lo dispuesto por el 

apartado a) del artículo 1º del Protocolo mencionado, según el cual el acuerdo 

de adhesión deberá preservar las características específicas de la Unión y del 

Derecho de la Unión en cuanto a la participación en las instancias de control de 

la Convención. 

 

Pienso que se están contemplando en ese apartado los supuestos en que 

alguna institución de la Unión sea demandada ante el Tribunal de Estrasburgo 

por violación de alguno de los derechos o libertades fundamentales enunciados 

en la Convención de Roma. Y sin ánimo de tener en cuenta todos los 

problemas que se presentarán verosímilmente en esa coyuntura, se me ocurre 

pensar que, del mismo modo que en las decisiones en los casos contra 

Estados ha de tomar parte el llamado juez nacional -esto es, el juez elegido a 
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título de ese Estado- según el artículo 27 de la Convención de Roma, en la 

sustanciación de las demandas contra la Unión habrá de actuar un juez 

―nacional‖ de la Unión. O hablando con más rigor, un juez elegido a título de la 

Unión. Y en el entendido que como todos los jueces nacionales ese magistrado 

está estrictamente obligado a la imparcialidad; su función no es otra que la de 

ilustrar a sus compañeros de sala o de formación, en la medida en que sea 

necesaria, sobre las particularidades del Derecho nacional, en este caso, del 

Derecho de la Unión, relevantes para el caso. En el acuerdo de adhesión 

deberá decidirse si este juez ejercerá sus funciones de modo permanente o si 

se tratará de un juez ad hoc. Pienso que sería preferible la figura del juez 

permanente a fin de que su condición sea la misma que la de los jueces 

nombrados a título de los Estados parte. Si estos últimos van a tomar parte en 

la adopción de las sentencias que hayan de dictarse en demandas contra la 

Unión, parece lógico y razonable que el juez nombrado a título de la Unión 

intervenga en las decisiones que afecten a los Estados partes en la 

Convención. 

 

 

8.– En relación con los casos en que la Unión participe ante el Tribunal de 

Estrasburgo, hago notar que de conformidad con el párrafo 2º del artículo 46 de 

la Convención de Roma, las sentencias definitivas del Tribunal deben ser 

puestas en conocimiento del Comité de Ministros del Consejo de Europa, 

órgano ―que velará por su ejecución‖. El Comité en cuestión es la institución 

intergubernamental suprema del Consejo de Europa y de él forman parte los 

ministros de asuntos exteriores de los Estados miembros, aunque en su 

funcionamiento cotidiano intervienen sus delegados, que son los respectivos 

embajadores ante el Consejo. Pues bien, entiendo que para los supuestos en 

que se trate de velar por la ejecución de sentencias de condena contra la Unión 

Europea, habrá que prever el nombramiento de un representante de la Unión 

en el Comité de Ministros. Y también, pienso, en los casos que tengan que ver 

con la ejecución de sentencias en que se condene a alguno de los Estados 

partes en el sistema. 
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9.- En el sistema actual de la jurisdicción de Estrasburgo, cabe la posibilidad de  

demandas de Estado a Estado por violación de alguno de los derechos 

humanos  y libertades fundamentales reconocidos en la Convención. ¿Deberá 

admitirse en el Protocolo de adhesión que la Unión Europea pueda demandar 

en idénticas circunstancia a un Estado?. No veo razón alguna para excluir esta 

posibilidad.  

 

 

10.- Una cuestión de importancia y de gran interés práctico para los 

demandantes es la relativa al agotamiento de los recursos internos; 

agotamiento que según el artículo 35 de la Convención de Roma es condición 

necesaria para la declaración de admisibilidad de las demandas. Cuestión ésta 

que guarda estrecha relación con la determinación de la jurisdicción a la que 

tendrá que recurrir previamente la persona que se crea víctima de una violación 

de sus derechos fundamentales por actos de una institución de la Unión o de 

autoridades nacionales en ejecución del Derecho de la Unión. El demandante 

deberá saber a quién recurrir antes, si a la jurisdicción de Luxemburgo o a la de 

Estrasburgo.  

 

La respuesta no ofrece dudas, a mi entender. Para que el demandante pueda 

acudir a la jurisdicción de Estrasburgo, deberá haber agotado antes los 

recursos ante el Tribunal de Luxemburgo. Serán estos los recursos internos en 

el sentido del artículo 35 de la Convención de Roma. Ello es así, 

fundamentalmente, por aplicación de los grandes principios que rigen las 

relaciones entre los ordenamientos nacionales y el Derecho internacional de los 

derechos humanos. Esos principios parten del supuesto de que son las 

instancias nacionales las que tienen la responsabilidad principal y primordial de 

velar por el respeto de los derechos fundamentales, y que las instituciones 

internacionales solo interviene de modo subsidiario; esto es, en la medida en 

que fallan en esa protección las autoridades nacionales. Pues bien, estribando 

la esencia política y jurídica de la Unión Europea en la transferencia de 

competencias de los Estados miembros a instituciones de la Unión, en materia 

de derechos humanos se transfiere igualmente el carácter principal de las 

responsabilidades estatales y la naturaleza subsidiaria de la protección que 
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dispensa el Tribunal de Estrasburgo. Son, por tanto, los recursos ante 

institución los primeros a agotar. 

 

En todo caso, puesto que el artículo 13 de la Convención de Roma formula el 

derecho de los particulares a contar con recursos nacionales efectivos 

tendentes a la reparación de las violaciones, habrá que examinar 

cuidadosamente si el sistema procesal de la Unión Europea dispone en todos 

los casos ese tipo de recursos. De no ser así, esos recursos deberán se 

instaurados. 

 

 

11.- Otra cuestión relevante es la de saber a qué instrumento ha de adherirse 

la Unión Europea: si únicamente a la Convención de Roma tal como ha sido 

enmendada en el Protocolo undécimo, de 11 de mayor de 1994, en vigor desde 

el 1º de noviembre de 1998; o si también a los Protocolos adicionales a la 

Convención. 

 

Recuerdo que el mandato incluido en el artículo 6, párrafo 2º del Tratado de 

Lisboa se refiere únicamente a la adhesión a la Convención. Es cierto que el 

artículo 2º del Protocolo relativo a la adhesión menciona los Protocolos 

adicionales a la Convención de Roma, pero lo hace en un contexto que, a mi 

juicio, nada tiene que ver con la obligación de adhesión a esos Protocolos 

adicionales. Se trata únicamente de dejar claro algo que ya hemos 

mencionado, a saber, que la adhesión de la Unión a la Convención de Roma 

no debe afectar a la situación de los Estados miembros respecto a los 

Protocolos adicionales a esta última Convención. Esto es, los Protocolos 

adicionales seguirán siendo de aceptación facultativa  y obligarán solamente a 

los Estados partes en ellos. 

 

Entiendo de todos modos que aunque la Unión no está obligada a adherirse a 

los repetidos Protocolos adicionales, sí esta facultada para hacerlo. Nada a mi 

juicio impide esa adhesión. 
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12.- He tratado hasta aquí de algunos —por supuesto, no de todos— de los 

aspectos relativos a la adhesión de la Unión a la Convención de Roma. 

Adhesión que como ya he señalado va a permitir a la Unión llegar a la ansiada 

meta de la seguridad jurídica en materia de derechos humanos. Estamos, 

pues, sin duda, ante un progreso encomiable y un panorama sumamente 

alentador. 

 

Una sombra —incierta, si se quiere, pero sombra a fin de cuentas— se cierne 

sobre ese panorama. Me estoy refiriendo a la situación por la que atraviesa 

actualmente el órgano de control creado por la Convención de Roma: el 

Tribunal Europeo de derechos humanos. 

 

Desde principios de los años noventa del siglo pasado, efectivamente, se 

acumulan progresivamente en magnitudes importantes las demandas de 

particulares ante el Tribunal de Estrasburgo, hasta el punto de que para evitar 

los retrasos en su sustanciación y a fin de agilizar el procedimiento, se llevó a 

cabo en 1994 una reforma de gran calado, la articulada en el Protocolo 

undécimo, en vigor desde el 1º de noviembre de 1998. Pero los hechos han 

demostrado hasta la saciedad que esta reforma nació anciana, pues pese al 

innegable aumento de la productividad que conllevó, no ha sido posible al 

Tribunal despachar las demandas presentadas en plazos razonables, 

incumpliendo así una importante exigencia del juicio equitativo o del proceso 

debido; exigencia por cuya inobservancia condena continuamente a los 

Estados partes en la Convención.  

 

Esta situación motivó la conclusión de un nuevo Protocolo de reforma —el 

llamado de reforma de la reforma—, que es el que hace el número décimo 

cuarto, abierto a la firma el 13 de mayo de 2004 con la intención de que entrase 

en vigor el 1º de enero de 2007. Reforma esta última que a juicio de todos los 

analistas y al de los propios Estados era también insuficiente, por más que 

crease las condiciones para un cierto aumento de productividad del Tribunal. 

 

De esa insuficiencia dejaron constancia los jefes de Estado y de Gobierno de 

los países miembros del Consejo de Europa, cuando en su reunión de Varsovia 

de mayo de 2005 encargaron a un Grupo de Sabios la elaboración de un 
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informe que contemplase una reforma capaz de hacer funcionar cabalmente el 

sistema. Es el caso que debiendo entrar en vigor el Protocolo 14 después de su 

ratificación por todos los Estados partes en la Convención, el 20 de diciembre 

de 2006, la Duma rusa se opuso a esta ratificación. Así, pues, en la primavera 

de 2008 el Protocolo no ha entrado en vigor y el Tribunal de Estrasburgo 

continua funcionando con  arreglo a las obsoletas previsiones del Protocolo de 

1994, situación que está provocando serias dificultades y un retraso 

considerable en la tramitación de las demandas. Doy un dato realmente 

preocupante. A fecha de 30 de septiembre de 2007, la cifra de asuntos 

pendientes de sustanciación asciende a ciento cuatro mil ciento cincuenta. 

 

Pues bien, la sombra a que me refiero es que la participación de la Unión 

Europea en el sistema va suponer una nueva fuente de demandas y 

consiguientemente un incremento de la carga de trabajo del Tribunal. 

Demandas que, si no se arreglan las cosas —y el arreglo parece difícil a corto 

plazo— tardarán verosímilmente un tiempo excesivo en ser sustanciadas. 

Ciertamente, ese previsible retraso no propiciará el mejor funcionamiento de las 

instituciones de la Unión. 

 

 

Zaragoza, a 7 de abril de 2008. 


